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I. Introducción

1. En su resolución 54/138, de 17 de diciembre de
1999, sobre la violencia contra las trabajadoras migra-
torias, la Asamblea General recordó todas sus resolu-
ciones anteriores sobre esa cuestión, así como las de la
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mu-
jer, la Comisión de Derechos Humanos y la Comisión
de Prevención del Delito y Justicia Penal, y también la
Declaración sobre la eliminación de la violencia contra
la mujer, y reafirmó los resultados de las conferencias
mundiales recientes, concretamente en lo que se refería
a la violencia contra las trabajadoras migratorias.

2. La Asamblea formuló varias recomendaciones a
los gobiernos y los Estados Miembros, en particular a
los países de origen y los instó a que intensificaran la
labor que realizaban para proteger y promover los de-
rechos y el bienestar de las trabajadoras migratorias,
incluida la cooperación bilateral, regional, interregional
e internacional sostenida, mediante la formulación de
estrategias y medidas conjuntas y teniendo en cuenta
los criterios innovadores y la experiencia de cada Esta-
do Miembro. Instó también a los gobiernos a que apo-
yaran los programas encaminados a fortalecer la acción
preventiva y asignaran recursos apropiados para ello,
particularmente en cuanto a la información a los desti-
natarios que correspondiera, la educación y las campa-
ñas de concienciación en los planos nacional y comu-
nitario, en cooperación con organizaciones no guber-
namentales. Además, alentó a los gobiernos y los Esta-
dos Miembros a que adoptaran medidas adecuadas para
informar a las trabajadoras migratorias de sus derechos
y de las prestaciones que les correspondían; establecie-
ran sanciones penales aplicables a los autores de actos
de violencia contra las trabajadoras migratorias y, en la
medida posible, prestaran a las víctimas de la violencia,
y alentaran a las organizaciones no gubernamentales a
prestarles todo tipo de asistencia y protección, como
asesoramiento, asistencia letrada y consular, vivienda
temporal y otras medidas, que les permitieran estar
presentes en los procedimientos judiciales, y que esta-
blecieran planes de reinserción y rehabilitación para las
trabajadoras migratorias que regresaran a los países de
origen; prestaran apoyo a los programas de capacita-
ción para la policía, los fiscales y los proveedores de
servicios a fin de asegurar que intervinieran en forma
apropiada y profesional en favor de las trabajadoras
migratorias que fueran objeto de abusos y actos de
violencia; y adoptaran medidas, o fortalecieran las ya
existentes, para reglamentar la contratación y la colo-
cación de las trabajadoras migratorias, inclusive estu-

diando la posibilidad de adoptar disposiciones legisla-
tivas apropiadas contra los intermediarios que alentaran
deliberadamente el movimiento clandestino de trabaja-
dores y que explotaran a las trabajadoras migratorias.

3. La Asamblea también alentó a los gobiernos a
que elaboraran métodos adecuados de reunión de datos
nacionales que permitieran obtener datos comparables
sobre la violencia contra las trabajadoras migratorias,
para utilizarlos como base de investigaciones y análisis
sobre la cuestión; y sugirió que los gobiernos aprove-
charan los conocimientos especializados de las Nacio-
nes Unidas, incluidos los de la División de Estadística
de la Secretaría y de otros organismos pertinentes, co-
mo el Instituto Internacional de Investigaciones y Ca-
pacitación para la Promoción de la Mujer (INSTRAW).
La Asamblea instó a los Estados Miembros a que con-
sideraran la posibilidad de ratificar y aplicar los conve-
nios de la Organización Internacional del Trabajo y de
firmar y ratificar la Convención Internacional sobre la
protección de los derechos de todos los trabajadores
migratorios y de sus familiares, así como la Conven-
ción sobre la Esclavitud de 1926, o de adherirse a ellas.

4. La Asamblea pidió al Secretario General que le
presentara, en su quincuagésimo sexto período de se-
siones, un informe sobre el problema de la violencia
contra las trabajadoras migratorias y sobre la aplica-
ción de la resolución 54/138, teniendo en cuenta la in-
formación actualizada transmitida por las organizacio-
nes del sistema de las Naciones Unidas, en particular la
Organización Internacional del Trabajo OIT), el Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD), el Fondo de Desarrollo de las Naciones Uni-
das para la Mujer (UNIFEM), el INSTRAW, la Organi-
zación Internacional para las Migraciones (OIM) y
otras fuentes pertinentes, incluidas organizaciones no
gubernamentales.

5. Este informe se presenta de conformidad con esa
petición, y sobre la base, entre otras cosas, de los infor-
mes recibidos de los Estados Miembros, las organiza-
ciones de las Naciones Unidas, las entidades interguber-
namentales y las organizaciones no gubernamentales.

II. Antecedentes

6. Tras la aprobación de la resolución 54/138 y la
presentación del informe más reciente del Secretario
General sobre la cuestión de la violencia contra las tra-
bajadoras migratorias1, el tema de la migración, en
particular la migración por razones de trabajo, ha se-
guido siendo objeto de atención en los planos nacional,
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regional e internacional. Además de la Asamblea Gene-
ral2, varias comisiones orgánicas del Consejo Econó-
mico y Social, incluidas la Comisión de la Condición
Jurídica y Social de la Mujer y la Comisión de Dere-
chos Humanos3, han aprobado resoluciones sobre la
migración y la particular vulnerabilidad de las trabaja-
doras migratorias. Varios procedimientos especiales de
la Comisión de Derechos Humanos, incluida la Relato-
ra Especial sobre la violencia contra la mujer, han de-
dicado considerable atención a las cuestiones relativas
a la migración y, desde la publicación de su informe
más reciente, la Comisión ha nombrado a un relator es-
pecial sobre los derechos humanos de los migrantes4.
La Subcomisión de Promoción y Protección de los De-
rechos Humanos también ha nombrado a un relator es-
pecial para que informe sobre los derechos humanos de
los no ciudadanos5, muchos de los cuales son trabaja-
dores migratorios. La situación de los migrantes, in-
cluidas las trabajadoras migratorias, también se exami-
nó en el marco de los preparativos de la Conferencia
Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial,
la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia.
Por ejemplo, el seminario de expertos de Asia y el Pa-
cífico celebrado del 5 al 7 de septiembre de 2000, en
Bangkok (Tailandia), examinó la cuestión relativa a los
migrantes y la trata de personas, con especial referen-
cia a las mujeres y los niños. En el seminario se for-
mularon varias recomendaciones respecto de las leyes
laborales y de migración, la protección de los trabaja-
dores migratorios y la educación, la sensibilización y el
fortalecimiento de la capacidad de los educadores, los
asistentes sociales, los funcionarios del poder judicial y
la policía. La cuestión también ha sido objeto de atento
examen por parte de organizaciones no gubernamenta-
les nacionales e internacionales6.

7. Además del interés suscitado por los problemas
relativos a la migración, cada vez se presta más aten-
ción al problema de la trata de mujeres y niños y a la
relación entre la migración y la trata de personas. En el
informe presentado a la Comisión de Derechos Huma-
nos7 en su quincuagésimo sexto período de sesiones, la
Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer
examinó esa relación y la vulnerabilidad de las trabaja-
doras migratorias y las mujeres que eran objeto de la
trata, destacando el hecho de que las mujeres que trata-
ban de emigrar por razones de trabajo podían conver-
tirse en víctimas de los traficantes tanto en sus países
de origen como en los países de destino. La Relatora
Especial señaló también que las trabajadoras migrato-
rias solían concentrarse en el sector no estructurado en
el que a menudo recibían salarios bajos, trabajaban en

exceso de la jornada de trabajo reglamentaria y con po-
ca o ninguna seguridad laboral, y se limitaba su dere-
cho a recibir prestaciones sociales. También señaló a la
atención el hecho de que las trabajadoras migratorias
con frecuencia tenían acceso limitado a recursos jurídi-
cos en casos de discriminación y explotación y podían
ser acusadas en casos en los que ellas mismas eran las
víctimas del delito.

8. En un informe que se presentará a la Asamblea
General en su quincuagésimo séptimo período de se-
siones en 2002, se abordará el problema de la trata de
mujeres y niños, que es el tema del Protocolo para pre-
venir, reprimir y sancionar la trata de personas, espe-
cialmente mujeres y niños, que complementa la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional, aprobada por la Asamblea
General el 15 de noviembre de 20008.

III. Medidas adoptadas por los Estados
Miembros

9. Al 20 de agosto de 2001, 15 Estados Miembros9

habían respondido a la petición del Secretario General
de que se suministrara información sobre la cuestión de
la violencia contra las trabajadoras migratorias, inclui-
da información sobre la aplicación de la resolución
54/138 de la Asamblea General. En el informe del Se-
cretario General sobre la violencia contra las trabajado-
ras migratorias, presentado a la Comisión de Derechos
Humanos en su quincuagésimo sexto período de sesio-
nes, también figura información sobre las actividades
de los Estados Miembros a este respecto10.

Datos estadísticos e información

10. México presentó estadísticas sobre el número de
mujeres que habían emigrado a los Estados Unidos de
América y el Perú indicó que, de los 754 trabajadores
migratorios que se habían registrado oficialmente en
2001, 133 eran mujeres. Costa Rica estimó que los mi-
grantes extranjeros representaban el 10% de la pobla-
ción total del país y señaló que la mayoría de los tra-
bajadores domésticos extranjeros provenían de Nicara-
gua. Entre enero y mayo de 2001, se habían registrado
106 trabajadoras migratorias en El Salvador y no se
había presentado ninguna denuncia de malos tratos. La
Federación de Rusia informó de que, en el período de
1995 a 2000, 15.374 mujeres habían salido del país por
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medio de canales controlados por el Estado para de-
sempeñar trabajos temporeros. Durante ese período, no
se había recibido ninguna denuncia de abuso contra
trabajadoras migratorias.  Del mismo modo, el Perú in-
dicó que no se habían presentado denuncias de violen-
cia contra trabajadoras migratorias. Sin embargo, Ale-
mania señaló que se adolecía de una falta de datos so-
bre la violencia contra las trabajadoras migratorias.

Formas de violencia

11. México observó que las trabajadoras migratorias
eran vulnerables a la violencia física o psicológica, el
racismo, la xenofobia y otras formas de discriminación.
En casos en que las trabajadoras migratorias eran ob-
jeto de abuso en el seno de sus propias familias, a me-
nudo las mujeres se mostraban renuentes a denunciar
los actos de violencia por temor a perder el apoyo de
sus parejas en la legalización de su condición o a ser
deportadas. México también informó de que las traba-
jadoras migratorias eran objeto de violaciones de sus
derechos, inclusive golpizas, violaciones y secuestros,
por parte de los oficiales de la patrulla de fronteras.
Seis mujeres murieron en 2001 en el intento de cruzar
la frontera entre México y los Estados Unidos. Costa
Rica señaló que el hecho de que numerosas trabajado-
ras migratorias fueran indocumentadas las hacía más
vulnerables al abuso, incluidos el hostigamiento sexual
y la violencia sexual. Kuwait reconoció que podía ha-
ber algunos pocos casos de violencia contra las traba-
jadoras migratorias, pero que todo acto de violencia
contra éstas se consideraba una violación de los dere-
chos humanos. Costa Rica indicó que las trabajadoras
migratorias a menudo temían presentar una denuncia
formal contra sus empleadores u otras personas y tole-
raban el hostigamiento y la violencia. También tendían
a acudir con menor frecuencia al sistema de atención
de la salud, salvo en casos de emergencia. Un estudio
reciente en Costa Rica reveló que las trabajadoras mi-
gratorias adolescentes desconocían sus derechos, lo que
las hacía especialmente vulnerables al abuso.

Medidas jurídicas

Obligaciones internacionales

12. Al 20 de agosto de 2001, de los 20 Estados par-
tes11 cuya ratificación o adhesión era necesaria para
que entrara en vigor la Convención Internacional sobre
la protección de los derechos de todos los trabajadores

migratorios y de sus familiares, 16 Estados partes la
habían ratificado o se habían adherido a ella12. De los
Estados Miembros que presentaban informes, México y
Filipinas habían ratificado la Convención. Varios Esta-
dos también informaron de su adhesión a otros instru-
mentos de derechos humanos regionales e internacio-
nales, que contenían disposiciones pertinentes a las tra-
bajadoras migratorias

Medidas jurídicas nacionales

13. Kuwait ha establecido, por decreto ministerial, un
comité de derechos humanos en el Ministerio del Inte-
rior para que se ocupe de las denuncias presentadas por
trabajadoras migratorias y ha promulgado una ley sobre
la reglamentación y habilitación de las agencias de co-
locación de personal doméstico. A pesar de que la
Constitución y el Código de Procedimiento Penal ya
garantizan el derecho a entablar acción legal, se está
elaborando un nuevo código de trabajo que salvaguar-
dará los derechos de los trabajadores y les proporciona-
rá más garantías jurídicas y financieras. Malasia infor-
mó de que el Departamento de Policía se encargaba de
resolver los casos de abuso contra trabajadores y señaló
que varios empleadores habían sido procesados por
abusos contra sus empleados, incluidas trabajadoras
migratorias. Costa Rica describió las disposiciones ju-
rídicas que regulaban la condición de los trabajadores
migratorios, inclusive el Código de Trabajo y la Ley
General de Inmigración y Nacionalidad. Costa Rica in-
dicó, sin embargo, que si bien los permisos de trabajo
eran el principal mecanismo para fiscalizar y garantizar
los derechos de los trabajadores migratorios, actual-
mente había en el país un gran número de trabajadores
indocumentados, que continuaban trabajando con bajos
salarios y en condiciones de empleo precarias. La ma-
yoría de los permisos de trabajo se otorga para empleos
en los sectores de la agricultura y el servicio doméstico
que, no obstante, no excluían la contratación ilegal de
inmigrantes. El Perú informó de que en julio de 2001
había aprobado un plan nacional quinquenal de lucha
contra la violencia contra la mujer para el período
2002-2007, que incluía estrategias intersectoriales des-
tinadas a prevenir, sancionar y eliminar la violen-
cia contra la mujer. No existían reglamentos específi-
cos sobre los trabajadores migratorios en El Salva-
dor, donde la Constitución establecía que los extranje-
ros, desde el momento en que llegaban al país, esta-
ban sujetos a las mismas leyes y gozaban de los mis-
mos derechos que los salvadoreños, y donde las dispo-
siciones del Código de Trabajo y el Código Penal se
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aplicaban en los casos de violencia contra las trabaja-
doras migratorias.

14. Qatar señaló que las trabajadoras extranjeras no
inmigrantes, incluidas las empleadas domésticas, en-
traban al país legalmente con contratos aprobados por
las autoridades competentes y residían temporalmente
en el país. La Federación de Rusia estaba elaborando
varias medidas jurídicas sobre cuestiones relativas a la
migración, que se aplicarían a los extranjeros que tra-
bajaban en el país, así como a los ciudadanos rusos que
buscaban empleo en el exterior. Estas medidas tenían
por objeto hacer frente al problema de la migración
forzosa y regular la migración, con miras a mejorar la
situación demográfica y socioeconómica en el país.
Antigua y Barbuda indicó que los trabajadores migrato-
rios gozaban de los mismos derechos que los ciudada-
nos, con la excepción del derecho de voto, y que po-
dían obtener la ciudadanía después de cumplir los re-
quisitos de residencia. Argelia observó que su Código
Penal se aplicaba a todas las formas de violencia contra
la mujer, incluida la violencia contra las trabajadoras
migratorias, a condición de que éstas residieran legal-
mente en el país.

15. En Filipinas, la Ley sobre los trabajadores mi-
gratorios había sido enmendada para hacer frente al
problema de la adquisición de novias por correo a tra-
vés de la Internet. La Ley establecía elevadas normas
de protección y promoción del bienestar de los trabaja-
dores migratorios e incluía sanciones por la contrata-
ción ilegal. También regulaba el asesoramiento en ma-
teria de viaje para esos trabajadores y las campañas de
difusión de información y establecía un sistema común
de información para los organismos gubernamentales.
La Comisión para los Filipinos en Ultramar había esta-
blecido un sistema para la vigilancia de casos con el fin
de documentar y vigilar los casos de filipinos en el ex-
terior que habían solicitado asistencia. Además, se ha-
bían establecido estrictas medidas administrativas en
relación con la selección de los países de destino y em-
pleo para los trabajadores migratorios a fin de redu-
cir al mínimo el peligro de explotación. También se
habían institucionalizado mecanismos de protección en
la documentación y la colocación de las trabajadoras
migratorias.

16. Alemania señaló que su Ley sobre la indemniza-
ción de las víctimas de actos de violencia establecía
que las personas, incluidos los migrantes, podían exigir
una indemnización por daños y perjuicios en caso de
una agresión dolosa e ilícita y que esas personas tenían

derecho a recibir prestaciones. En Grecia se había pro-
mulgado una nueva ley que preveía que los extranjeros
que habían sido aceptados como migrantes por motivos
de reunificación familiar podían adquirir en forma in-
dependiente el derecho a un permiso de residencia en
Grecia si eran víctimas de violencias en el hogar.

17. Georgia indicó que se estaba elaborando una ley
sobre trabajadores migratorios. Además de estar obli-
gada por las normas de la Comunidad Europea relativas
a la discriminación y la igualdad de trato en el empleo
y la ocupación, Finlandia había creado, en septiembre
de 2001, el cargo de Mediador sobre discriminación,
cuyo mandato incluiría la intervención en casos de dis-
criminación contra trabajadoras migratorias.

Otras medidas de apoyo

18. México informó de las medidas que estaba adop-
tando con el fin de brindar apoyo a sus ciudadanos en
el extranjero y señaló que se prestaba apoyo y aseso-
ramiento jurídico por conducto de una red de consula-
dos en los Estados Unidos y que se habían establecido
mecanismos de enlace fronterizo para atender a los
problemas de las comunidades que vivían a ambos la-
dos de la frontera entre México y los Estados Unidos.
Las autoridades de inmigración de los Estados Unidos
y de México habían suscrito varios acuerdos de repa-
triación en la frontera. Filipinas señaló que existía
un fondo de repatriación para prestar asistencia a
los trabajadores migratorios que habían dejado sus em-
pleos para huir de la violencia y el abuso. Costa Ri-
ca indicó que los mecanismos nacionales de que dispo-
nían los trabajadores migratorios para presentar denun-
cias no contaban con suficientes recursos humanos y
financieros.

19. En México, en 1995, el Instituto Nacional de Mi-
gración estableció un programa nacional para la protec-
ción de los migrantes, en cuyo ámbito se crearon grupos
fronterizos para la protección de los migrantes; se difun-
dió información sobre los derechos y las obligaciones de
los migrantes; se impartió capacitación a los funciona-
rios de inmigración; y se fortalecieron los mecanismos
de consulta entre los Estados Unidos y varios países en
Centroamérica. Kuwait señaló que el Gobierno había
adoptado varias medidas con el fin de asegurar que las
trabajadoras pudieran disfrutar de sus derechos. Estas
medidas incluían actividades depromoción ante los em-
pleadores y la elaboración de contratos de trabajo que
aseguraran una relación reglamentada entre empleador y
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empleado. El Ministerio del Interior de Kuwait había
establecido un Departamento de Servicio Doméstico pa-
ra velar por que se respetaran los derechos de las traba-
jadoras migratorias, inspeccionar los servicios de colo-
cación y denunciar las violaciones a las autoridades
competentes a fin de iniciar acciones legales. En Grecia
se habían establecido centros de recepción para las mu-
jeres víctimas de la violencia y existían alrededor de 70
centros de atención médico-social en todo el país, que
prestaban servicios gratuitos a las personas que no te-
nían seguro médico, incluidos los inmigrantes. En Costa
Rica, las organizaciones no gubernamentales prestaban
asistencia y servicios, inclusive vivienda temporal y ser-
vicios de consulta telefónica directa, a las trabajadoras
migratorias, y cooperaban con los organismos estatales
para sensibilizar a los empleadores acerca de sus obliga-
ciones para con los empleados domésticos.

Estrategias de prevención

20. Desde 1998, la Comisión para los Filipinos en
Ultramar había establecido programas destinados a
prevenir la violencia contra las trabajadoras migrato-
rias, incluidos programas nacionales de información
pública y educación comunitaria, servicios de orienta-
ción previa a la partida y posterior a la llegada, inclusi-
ve capacitación en determinadas especialidades. Se ha-
bían producido módulos educacionales sobre migración
internacional y desarrollo, que se habían incluido en
los cursos de estudios sociales en las escuelas de ense-
ñanza primaria y secundaria; se había impartido capa-
citación a especialistas en educación en la aplicación
de los módulos en las escuelas públicas. Se ha previsto
ampliar la enseñanza sobre la migración al nivel uni-
versitario. Un equipo de tareas interinstitucional contra
la contratación ilegal se había reunido para prestar
asistencia en el reconocimiento de posibles situaciones
de abuso antes de que los trabajadores salieran del país.
En Filipinas, el sistema informatizado de información y
asesoramiento para migrantes contenía información so-
bre la migración y el sistema de vigilancia e informa-
ción sobre empleadores en el exterior, identificaba los
empleadores extranjeros que habían sido objeto de de-
nuncia por actos de violencia o abuso contra trabajado-
res migratorios. México observó que el Ministerio del
Interior había publicado una guía de bolsillo sobre los
derechos humanos de los migrantes, en la que se les in-
formaba independientemente de su condición legal, de
sus derechos y obligaciones durante su permanencia en
México. El Ministerio de Trabajo de Finlandia estaba

financiando una amplia investigación sobre la discri-
minación contra las minorías étnicas y los inmigrantes
en el trabajo.

Cooperación bilateral e internacional

21. Georgia destacó la necesidad de elaborar regla-
mentos internacionales y cooperar a nivel internacional
a fin de salvaguardar los derechos de las trabajadoras
migratorias. Kuwait y Qatar habían concertado acuer-
dos bilaterales con los países de origen de los trabaja-
dores migratorios con el objeto de regular el empleo de
trabajadores.

IV. Medidas adoptadas en el seno del
sistema de las Naciones Unidas

22. Después del quincuagésimo cuarto período de se-
siones de la Asamblea General, diversos órganos inter-
gubernamentales del sistema de las Naciones Unidas
continuaron su labor relativa a la violencia contra las
trabajadoras migratorias. A continuación se resumen
esas actividades. En la Declaración del Milenio13,
aprobada por la Asamblea General en su quincuagési-
mo quinto período de sesiones, los Estados Miembros
decidieron, entre otras cosas, luchar contra todas las
formas de violencia contra la mujer, aplicar la Conven-
ción sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer y adoptar medidas para ga-
rantizar el respeto y la protección de los derechos hu-
manos de los migrantes, los trabajadores migratorios y
sus familias.

A. Vigésimo tercer período extraordinario
de sesiones de la Asamblea General

23. En su vigésimo tercer período extraordinario de
sesiones celebrado en junio de 2000, relativo a “La
mujer en el año 2000: igualdad entre los géneros, desa-
rrollo y paz para el siglo XXI”, la Asamblea General,
señaló nuevas medidas e iniciativas para la aplicación
de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing,
varias de las cuales se refirieron a la situación de vio-
lencia contra las trabajadoras migratorias. En el docu-
mento final se reconoció que algunas mujeres y niñas
seguían enfrentándose con barreras que obstaculizaban
su acceso a la justicia y al goce de sus derechos huma-
nos a causa de diversos factores, entre ellos su propia
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condición de trabajadoras migratorias. Se hizo un lla-
mamiento a los Gobiernos, las organizaciones regiona-
les e internacionales, incluido el sistema de las Nacio-
nes Unidas, y las instituciones financieras y otros
agentes para que adoptaran medidas urgentes y eficaces
destinadas a alcanzar un consenso internacional res-
pecto de los indicadores y los medios de medir la vio-
lencia contra la mujer. También se les pidió que consi-
deraran la posibilidad de establecer una base de datos
fácilmente accesible sobre estadísticas, legislación,
modelos de capacitación, prácticas recomendadas, ex-
periencia adquirida y otros recursos relativos a todas las
formas de violencia contra la mujer, incluidas las tra-
bajadoras migratorias; que ejecutaran y apoyaran es-
trategias nacionales, regionales e internacionales para
reducir el riesgo de que las trabajadoras migratorias
fueran víctimas de la trata de personas; que promovie-
ran y protegieran los derechos humanos de todas las
mujeres migratorias y aplicaran políticas que atendieran
a las necesidades concretas de las mujeres migratorias
documentadas y, cuando fuera necesario, resolvieran las
desigualdades existentes con los hombres migratorios
para garantizar la igualdad entre los géneros14.

B. Vigésimo sexto período extraordinario
de sesiones de la Asamblea General

24. En el vigésimo sexto período extraordinario
de sesiones, celebrado en junio de 2001, la Asamblea
General al abordar el problema del VIH/SIDA, pidió a
los Gobiernos que para 2005 elaboraran y comenzaran
a poner en práctica estrategias nacionales, regionales e
internacionales que facilitaran el acceso de los trabaja-
dores migratorios y las poblaciones móviles a progra-
mas de prevención de VIH/SIDA, incluido el suminis-
tro de información sobre servicios sociales y de salud.

C. Comisión de la Condición Jurídica y
Social de la Mujer

25. En su 45° período de sesiones de 200115, la Co-
misión aprobó conclusiones convenidas relativas al gé-
nero y todas las formas de discriminación, en particular
el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las
formas conexas de intolerancia. Se pidió a los Estados
Miembros que reexaminaran y modificaran, según co-
rrespondiera, las políticas de emigración, con miras a
eliminar todas las políticas y prácticas discriminatorias
contra los migrantes, en particular las mujeres y los ni-

ños, proteger plenamente sus derechos humanos, con
independencia de su condición jurídica, y tratarlos con
humanidad. Se pidió a los Gobiernos que consideraran
la posibilidad de firmar o ratificar la Convención Inter-
nacional sobre la Protección de los Derechos de todos
los Trabajadores Migratorios y de sus Familias o adhe-
rirse a ella con carácter prioritario, así como la posibi-
lidad de promover la ratificación de los convenios per-
tinentes de la Organización Internacional del Trabajo.
A fin de facilitar la modificación de las actitudes y la
eliminación de los estereotipos y prejuicios, se pidió a
los Gobiernos que se impartiera una formación antirra-
cista y de respeto a los derechos humanos al personal
de administración de justicia, la policía, los servicios
de seguridad y de salud, las escuelas y las autoridades
de migraciones –dedicando especial atención a los fun-
cionarios de inmigración, la policía de fronteras y el
personal de los centros de detención de inmigrantes–,
así como al personal de las Naciones Unidas.

D. Comisión de Derechos Humanos

26. En su 56° período de sesiones de 2000, la Comi-
sión de Derechos Humanos aprobó la resolución
2000/54 sobre la violencia contra las trabajadoras mi-
gratorias en la que, entre otras cosas, reiteró diversos
aspectos de la resolución 54/138 de la Asamblea Gene-
ral, en la que la Asamblea exhortó a los Gobiernos in-
teresados, y especialmente, a los de los países de ori-
gen y de destino, a que establecieran sanciones penales
para castigar a los autores de actos de violencia contra
las trabajadoras migratorias y, en la medida de lo posi-
ble, proporcionaran a las víctimas de la violencia toda
la gama de medidas de asistencia inmediata, como ase-
soramiento, asistencia letrada y consular, albergue
temporal, y otras medidas que les permitieran estar
presentes durante el proceso judicial, salvaguardaran su
regreso en condiciones de dignidad al país de origen y
establecieran planes de reintegración y rehabilitación
para las trabajadoras migratorias que se repatriaran. Se
invitó a todos los Estados interesados a que considera-
ran la posibilidad de adoptar medidas jurídicas adecua-
das contra los intermediarios que alentaran delibera-
damente el movimiento clandestino de trabajadores y
explotaran a las trabajadoras migratorias. La Comisión
pidió al Secretario General que le presentara en su
quincuagésimo octavo período de sesiones un informe
completo sobre la cuestión.
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27. En su 57° período de sesiones de 2001, la Comi-
sión aprobó la resolución 2001/52 sobre los derechos
humanos de los migrantes, en la que acogió con satis-
facción que en la Declaración del Milenio se renovara el
compromiso de adoptar medidas para respetar y proteger
los derechos humanos de los migrantes, los trabajadores
migratorios y sus familiares. Se exhortó a los Estados a
que consideraran la posibilidad de examinar, y cuando
procediera, revisar las políticas de inmigración con mi-
ras a eliminar todas las normas y prácticas discriminato-
rias contra los migrantes. La Comisión reiteró la necesi-
dad de que todos los Estados protegieran plenamente los
derechos humanos universalmente reconocidos de los
migrantes, en particular de las mujeres y los niños, in-
dependientemente de su condición jurídica, y que los
trataran con humanidad, sobre todo en lo relativo a la
asistencia y la protección. La Comisión también tomó
nota de la Opinión Consultiva OC-16/99, de 1° de oc-
tubre de 1999, emitida por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, relativa al derecho a la informa-
ción sobre la asistencia consular en el marco de las ga-
rantías del debido proceso legal, en los casos de ex-
tranjeros detenidos por autoridades del Estado receptor.
La Comisión aprobó también la resolución 2001/53,
relativa a la Convención Internacional sobre la protec-
ción de los derechos de todos los trabajadores migrato-
rios y de sus familiares, y la resolución 2001/56, relati-
va a la protección de los migrantes y de sus familias.
En su resolución 2001/53, la Comisión instó a los paí-
ses de destino a que aseguraran que sus fuerzas de po-
licía y autoridades de inmigración competentes cum-
plieran con las normas básicas relativas al trato digno
de los trabajadores migratorios y de sus familiares y
exhortó a todos los Estados Miembros a que examina-
ran la posibilidad de firmar y ratificar la Convención o
de adherirse a ella. En su resolución 2001/56, la Comi-
sión abordó los problemas relacionados con la migra-
ción en general, sin mencionar concretamente la vio-
lencia contra las trabajadoras migratorias.

28. En su resolución 2001/5, relativa al racismo, la
discriminación racial, la xenofobia y las formas cone-
xas de intolerancia, la Comisión pidió a todos los Esta-
dos que examinaran, y cuando fuera necesario, revisa-
ran las políticas de inmigración que fueran incompati-
bles con los instrumentos internacionales de derechos
humanos, con miras a eliminar todas las políticas y
prácticas discriminatorias contra los migrantes. La
Comisión recomendó asimismo que durante la Confe-
rencia Mundial contra el Racismo y especialmente en

sus resultados se prestara especial atención a la situa-
ción de los migrantes.

E. Relatora Especial sobre los derechos
humanos de los migrantes

29. En su informe16 al 57° período de sesiones de la
Comisión de Derechos Humanos, la Relatora Especial
destacó la situación de las mujeres migrantes y, en es-
pecial, la situación de las mujeres cabezas de familia
que dejaban su entorno para ayudar a la crianza y edu-
cación de sus hijos. Señaló que el sentimiento de desa-
rraigo y la soledad coadyuvaban a que esas mujeres
fueran presa fácil de los agentes de la delincuencia or-
ganizada y la trata de personas y a que con frecuencia
se las sometiera a detención, servidumbre y trabajos
degradantes o esclavizantes. La Relatora Especial
planteó cuestiones similares en el informe que presentó
a la Comisión en su 56o período de sesiones
(E/CN.4/2000/82).

30. La Relatora Especial formuló diversos llama-
mientos a los Estados Miembros en nombre de las mu-
jeres y en relación con determinados casos en que tra-
bajadoras migratorias habían sido sometidas a malos
tratos. Por ejemplo, la Relatora Especial intervino,
conjuntamente con la Relatora Especial sobre la vio-
lencia contra la mujer, sus causas y consecuencias y la
Relatora Especial sobre ejecuciones extrajudiciales,
sumarias o arbitrarias, en nombre de una trabajadora
migratoria de Indonesia que se encontraba en los Emi-
ratos Árabes Unidos17, y había sido sentenciada a
muerte. La Relatora Especial recibió información del
Gobierno en la que se indicaba que la mujer había sido
puesta en libertad y había regresado a Indonesia.

31. Durante su visita al Canadá, en septiembre de
2000, la Relatora Especial examinó, entre otras cosas,
la cuestión de las trabajadoras domésticas18. En tal
sentido informó de que su situación en el Canadá se
contemplaba en el denominado Programa de empleados
domésticos internos (Live-in Caregiver Programme),
que ofrecía la posibilidad de que esos empleados soli-
citaran la residencia permanente tras dos años de tra-
bajo acumulados en un período de tres años de perma-
nencia en el país. El Canadá también admitía a trabaja-
dores temporales, en su mayoría en el sector agrícola,
con arreglo a acuerdos bilaterales19.

32. La Relatora Especial participó también en los se-
minarios regionales de expertos, en preparación para la
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Conferencia Mundial contra el Racismo, que tuvieron
lugar en Addis Abeba (Etiopía) y Santiago de Chile
(Chile) en 2000, e hizo un llamamiento a los Gobiernos
para que pusieran en práctica políticas destinadas a in-
tegrar a las mujeres migrantes y a protegerlas del mal
trato y la discriminación20.

F. Relatora Especial sobre la violencia
contra la mujer, sus causas
y consecuencias

33. Como se dijo supra, el informe de la Relatora Es-
pecial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y
consecuencias, presentado a la Comisión de Derechos
Humanos en su 56° período de sesiones21, se centró en
el tráfico de mujeres, la migración de mujeres y la
violencia contra la mujer y en él se plantearon numero-
sos problemas relacionados con la violencia contra las
trabajadoras migratorias.

34. En el informe se señaló que, por falta de un am-
paro jurídico independiente para las inmigrantes docu-
mentadas e indocumentadas, agravado por la margina-
ción sociocultural, las inmigrantes eran sumamente
vulnerables a la violencia. Al observar que un número
ingente de mujeres ocupaba el mayor porcentaje de
empleos remunerados no calificados, en el informe se
señaló el hecho de que esos empleos eran, por lo gene-
ral, los peor pagados, casi sin ninguna protección ni de-
rechos laborales o seguridad en el empleo. Además la
ausencia o la insuficiencia de leyes y normas de trabajo
y el carácter ilícito o cuasilícito del empleo eran la base
de las condiciones de explotación del trabajo forzado o
servil, que iban desde la humillación, el salario exiguo
y horarios extremos de trabajo, hasta la servidumbre o
el trabajo forzoso.

35. La Relatora Especial dijo que, a pesar de que las
inmigrantes indocumentadas solían ser víctimas de de-
litos, a menudo eran consideradas y tratadas como de-
lincuentes en los países de destino. Esas ideas eran el
resultado de la combinación del racismo y la xenofo-
bia, cada vez mas implícita en las políticas oficiales de
algunos Estados. Los estereotipos difundidos por los
medios de comunicación eran utilizados para marginar
a los inmigrantes indocumentados y aumentar su vulne-
rabilidad. Las políticas de inmigración cada vez más
restrictivas aplicadas por los países a la inmigración lí-
cita y a largo plazo, a fin de reducir las posibilidades
de emigración legal, alentaban a los migrantes a pedir

la ayuda de terceros para emigrar, entre ellos un núme-
ro cada vez mayor de organizaciones clandestinas de-
dicadas al tráfico de inmigrantes. Esas políticas inci-
dían negativamente en las condiciones de vida y de tra-
bajo de los trabajadores migratorios y contribuían a
aumentar su vulnerabilidad ante la violencia, los abu-
sos y el dominio de las redes delictivas.

36. La Relatora Especial hizo ver que en los países de
origen se estaban instituyendo cada vez más políticas
de restricción de la libertad de circulación de las muje-
res, a menudo como reacción ante la trata de mujeres.
En algunos países se exigía que los indocumentados
pagaran los gastos de su deportación y eran tenidos en
centros de detención o cárceles, donde a veces se los
sometía a actos de violencia.

37. En diciembre de 2000, la Relatora Especial, en
forma conjunta con la Relatora Especial sobre ejecu-
ciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias y la Re-
latora Especial sobre los derechos humanos de los mi-
grantes, formuló un llamamiento urgente22 al Gobierno
de Bahrein respecto de un trabajador migratorio docu-
mentado procedente de Etiopía que se encontraba en
Bahrein.

G. Subcomisión de Promoción y
Protección de los Derechos Humanos

38. En su 25° período de sesiones, celebrado en 2000,
el Grupo de Trabajo sobre las Formas Contemporáneas
de la Esclavitud23 de la Subcomisión de Promoción y
Protección de los Derechos Humanos analizó la situa-
ción de los trabajadores migratorios y los niños que
trabajaban en el servicio doméstico, condenó las prac-
ticas de trato desigual de los trabajadores migratorios y
decidió seguir prestando especial atención a la situa-
ción de esos trabajadores, en particular los trabajadores
domésticos. El Grupo de Trabajo tomó nota de la difícil
situación en que vivían los trabajadores migratorios,
sobre todo las mujeres y los niños, y de la necesidad de
que tuvieran protección con miras a garantizar su más
pleno desarrollo humano y su participación en la vida
de la comunidad. El Grupo de Trabajo instó a los Esta-
dos a que adoptaran las medidas necesarias para prohi-
bir y castigar la confiscación de pasaportes pertene-
cientes a trabajadores migratorios, en particular los tra-
bajadores migratorios domésticos. En su 53° período
de sesiones, celebrado en 2001, la Subcomisión aprobó
la resolución 2001/14, que persigue objetivos similares.
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39. En su resolución 2000/19, aprobada sobre la base
del informe del Grupo de Trabajo, la Subcomisión de-
cidió seguir prestando especial atención a la situación
de los trabajadores migratorios, en particular los tra-
bajadores domésticos, e instó a los gobiernos a que
velaran por que un reglamento de protección rigiera su
situación de empleo y previera condiciones de trabajo
seguras. Instó además a los Estados a que adoptaran e
hicieran cumplir medidas para proteger a los niños que
trabajaban en el servicio doméstico y asegurar que su
trabajo no fuera explotado, haciendo lo posible por
eliminar definitivamente el fenómeno de los niños que
trabajaban en el servicio doméstico. Se exhortó a todos
los Estados a que eliminaran todo tipo de discrimina-
ción contra las niñas en la educación, el desarrollo de
aptitudes y la capacitación en oficios y que cooperaran
en la elaboración de opciones viables al trabajo infan-
til, en particular de las niñas de corta edad.

40. la Subcomisión aprobó también la resolución
2000/2, relativa a la Conferencia Mundial contra el Ra-
cismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las
Formas Conexas de Intolerancia y los trabajadores mi-
grantes, en la que señaló el hecho de que las mujeres,
en particular, eran doblemente víctimas de las mani-
festaciones de racismo y de diversas formas de explo-
tación que violaban de manera flagrante sus derechos
más elementales. La Subcomisión pidió, entre otras co-
sas, que el Comité Preparatorio de la Conferencia
Mundial incluyera en el programa de la Conferencia un
tema separado sobre los trabajadores migratorios.
También pidió que en la Conferencia Mundial se estu-
diara la posibilidad de proponer medios capaces de po-
ner fin a las campañas racistas y de incitación a la vio-
lencia contra los trabajadores y las trabajadoras mi-
gratorias valiéndose de la Internet, de determinados
medios de comunicación y de actividades políticas.

H. Órganos creados en virtud de tratados
sobre derechos humanos

41. Diversos órganos creados en virtud de tratados,
establecidos de conformidad con convenciones interna-
cionales de derechos humanos, se ocuparon de la mi-
gración, el disfrute de los derechos humanos por parte
de los trabajadores migratorios y sus familiares así co-
mo de la situación de mujeres y niños que habían sido
objeto de tráfico durante el período que se examinaba.
No obstante, la cuestión de la violencia contra las tra-
bajadoras migratorias fue examinada principalmente

por el Comité para la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer.

42. En sus observaciones finales sobre Italia24, el
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
acogió con satisfacción la aprobación del proyecto de
ley sobre inmigración de 1998, que preveía la conce-
sión de permisos de residencia y de trabajo de un año a
las mujeres que hubieran sido víctimas de trata y que
denunciaran a sus explotadores, así como la tipifica-
ción de la trata de migrantes como delito en el Código
Penal.

43. Al examinar los informes de España durante su
21° período de sesiones25, el Comité para la Elimina-
ción de la Discriminación contra la Mujer expresó su
preocupación por la situación de las trabajadoras ex-
tranjeras en el servicio doméstico y las mujeres que
pudieran estar viviendo clandestinamente y por el he-
cho de que esas mujeres pudieran carecer de protección
suficiente contra la violencia y los abusos. Al examinar
los informes de Alemania, en su 22° período de sesio-
nes26, el Comité expresó preocupación por la situación
social y económica a menudo precaria de las extranje-
ras que vivían en ese país y la vulnerabilidad de las
extranjeras ante la discriminación por diversos moti-
vos, a saber, de sexo, origen étnico y raza. El Comité
recomendó que Alemania adoptara medidas para con-
cientizar a las extranjeras respecto de la disponibilidad
de recursos jurídicos y medios de protección social. En
su 23° período de sesiones, celebrado en 2000, el Co-
mité instó al Gobierno de Austria27 a que facilitara la
obtención de permisos de trabajo para las mujeres mi-
grantes en un pie de igualdad con los hombres migran-
tes y creara las condiciones necesarias para su integra-
ción en la vida económica y social del país. El Comité
instó al Gobierno a que garantizara una educación per-
manente para los oficiales encargados de aplicar la ley
y el poder judicial, incluida su toma de conciencia
acerca de la violencia que se ejerce contra las mujeres
en las comunidades migrantes, y que hiciera extensivos
esos programas a los profesionales de la salud. En su
24° período de sesiones, celebrado en 2001, el Comité
expresó su preocupación por el hecho de que continua-
ra la discriminación contra las mujeres inmigrantes y
pertenecientes a minorías que vivían en Finlandia, que
padecían una doble discriminación debido a su sexo y a
su origen étnico28.

44. En su contribución29 al proceso preparatorio y a
la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discri-
minación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas
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de Intolerancia, el Comité para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer destacó las diversas
formas de discriminación que podían sufrir las trabaja-
doras migratorias y la necesidad de que se las protegie-
ra contra los actos de violencia por motivos de género.

V. Otras actividades emprendidas por
entidades del sistema de las Naciones
Unidas

45. Diversas entidades del sistema de las Naciones
Unidas30 informaron de las actividades en curso rela-
cionadas con la violencia contra la mujer y la migra-
ción de mujeres. Varias de esas actividades se relacio-
nan con la cuestión concreta de la violencia contra las
trabajadoras migratorias.

A. Comisión Económica para África

46. La Comisión Económica para África (CEPA)
presta asistencia técnica y servicios de asesoramiento a
los Estados miembros de África respecto de una amplia
gama de cuestiones relacionadas con la mujer, entre
ellas, la violencia contra la mujer en general. Durante
el período que se examina, se organizaron cursos prác-
ticos y seminarios en los que se abordaron diversas
cuestiones, tales como el acceso de la mujer a servicios
jurídicos, la información sobre la violencia doméstica y
otras formas de abuso.

B. Fondo de Desarrollo de las Naciones
Unidas para la Mujer

47. En 2000, el UNIFEM elaboró un programa regio-
nal experimental destinado a fortalecer la respuesta de
los países de origen y de acogida a las necesidades de
las trabajadoras migratorias en Asia. El programa se
centró en las políticas de promoción de la igualdad de
género y de los derechos humanos; la legislación en-
caminada a regular la situación de las trabajadoras mi-
gratorias; la promoción de los derechos de la mujer
mediante el mejoramiento de los servicios, la capacita-
ción y la sensibilización de sectores clave tanto en los
países de origen como de destino; la promoción del
diálogo entre los interesados tanto en los países de ori-
gen como de destino; y la habilitación de las trabajado-
ras migratorias para que puedan ejercer su derecho a
organizarse. El programa facilitó el intercambio de

prácticas recomendadas en la legislación y programas
destinados a proteger los derechos de las trabajadoras
migratorias así como la adopción de enfoques experi-
mentales, como la sensibilización de los interesados en
los países receptores y la reintegración de los migrantes
en los países de origen.

48. En julio de 2001, el UNIFEM y el Instituto Ar-
gentino contra la Discriminación organizaron en Bue-
nos Aires un seminario sobre las inmigrantes. En el
seminario se examinaron las consecuencias de la xeno-
fobia para las mujeres inmigrantes y se elaboraron es-
trategias para erradicar los prejuicios.

C. Organización Internacional
del Trabajo

49. La OIT está realizando actualmente estudios so-
bre la situación de las trabajadoras migratorias con ob-
jeto de determinar las prácticas más idóneas y las polí-
ticas de los gobiernos, el sector privado y la sociedad
civil destinadas a atender las necesidades de las traba-
jadoras migratorias. Los resultados de esos estudios
constituirán la base para la elaboración de un manual
sobre trabajadoras migratorias, que tendrá por objeto
promover las gestiones de los organismos guberna-
mentales, las organizaciones de trabajadores y emplea-
dores y las organizaciones no gubernamentales, tanto
en los países de origen como de destino, a fin de mejo-
rar la situación de las trabajadoras migratorias y prote-
gerlas contra la discriminación, la explotación y los
abusos, incluida la trata.

50. Diversos estudios, incluidos los relativos a Bah-
rein y el Líbano, se centran en las mujeres migrantes
que trabajan en el servicio doméstico, evalúan sus con-
diciones de trabajo y determinan los factores, entre
ellos las prácticas de contratación y empleo, que con-
tribuyen a su vulnerabilidad.

51. La OIT está realizando asimismo investigaciones
sobre condiciones de abuso y explotación de trabajado-
res migratorios en América Central y la región andina,
en las que se presta particular atención a las formas de
discriminación y explotación basadas en el género.
Estas investigaciones están encaminadas a prestar
asistencia a las autoridades nacionales en la elabora-
ción de sistemas de vigilancia de las condiciones de
trabajo y del trato de los trabajadores migratorios y
contribuir en consecuencia a la adopción de medidas
gubernamentales apropiadas.
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D. Instituto Internacional de
Investigaciones y Capacitación
para la Promoción de la Mujer

52. En agosto de 1999 tuvo lugar en Ginebra una reu-
nión conjunta de un grupo de expertos organizada por
el INSTRAW y la OIM, en la que se examinaron los re-
sultados de los estudios efectuados sobre la migración
laboral de las mujeres y se formularon recomendacio-
nes a los gobiernos de los países de origen y de desti-
no, las organizaciones internacionales e interguberna-
mentales, las organizaciones no gubernamentales y los
institutos de investigación. En las recomendaciones se
pidió a los gobiernos que firmaran y ratificaran los
instrumentos internacionales pertinentes relativos a los
trabajadores migratorios; elaboraran acuerdos bilatera-
les y multilaterales con miras a concienciar y garantizar
la protección de los derechos humanos de las trabaja-
doras migratorias; y proporcionaran capacitación a los
funcionarios de inmigración, policiales y consulares
respecto del trato apropiado de los casos de violencia
contra las trabajadoras migratorias. Se instó a los go-
biernos de los países de origen a que elaboraran políti-
cas generales de migración que permitieran que los
movimientos migratorios de las mujeres se realizaran
en condiciones de seguridad y protección y se protegie-
ran sus derechos humanos; organizaran cursos de pre-
paración de la partida para los migrantes y los orga-
nismos de contratación autorizados; supervisaran las
prácticas de los agentes de contratación; y elaboraran
mecanismos para prestar asistencia a las mujeres por
conducto de los agentes diplomáticos y consulares de
los países receptores. Se alentó a los gobiernos de los
países receptores a que protegieran los derechos de las
trabajadoras migratorias y velaran por el enjuicia-
miento de los responsables de abusos. En las recomen-
daciones a las organizaciones internacionales e inter-
gubernamentales se tuvieran en cuenta, entre otras, las
cuestiones relativas a los programas de preparación de
la partida y la utilización de tecnologías modernas de la
información para proporcionar información a las tra-
bajadoras migratorias; la organización de seminarios y
cursos prácticos de capacitación en el plano internacio-
nal sobre normas laborales internacionales; y la adop-
ción de sistemas de recolección de datos comparables,
incluidos datos desglosados por sexo. Se recomendó a
las organizaciones no gubernamentales que establecie-
ran redes de cooperación entre los países receptores y
los países de origen y que prestaran apoyo a las organi-
zaciones de ayuda de la comunidad de migrantes.

E. Oficina de las Naciones Unidas
de Fiscalización de Drogas y
de Prevención del Delito/Centro
de Prevención Internacional
del Delito

53. La Convención de las Naciones Unidas contra la
Delincuencia Organizada Transnacional y dos de sus
Protocolos complementarios —a saber: el Protocolo
para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas,
especialmente mujeres y niños y el Protocolo contra el
tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire— son
de particular importancia para la defensa de los dere-
chos de las trabajadoras migratorias. La Convención y
los Protocolos fueron aprobados por la Asamblea Ge-
neral el 15 de noviembre de 2000 en la resolución
55/25 y quedaron abiertos a la firma del 12 al 15 de di-
ciembre de 2000 en Palermo. Ninguno de los tres ins-
trumentos ha entrado en vigor.

F. Fondo de Población de las Naciones
Unidas

54. Las preocupaciones del FNUAP en lo tocante a la
violencia contra las trabajadoras migratorias siguen
formando parte de la labor relativa a la violencia por
motivos de género y la salud reproductiva. El FNUAP
presta apoyo a los servicios de salud reproductiva y
planificación de la familia y a las actividades de pre-
vención del VIH/SIDA destinados a los migran-
tes urbanos, los habitantes de barrios de tugurios, los
adolescentes en situación de riesgo y los trabajadores
del sexo. El FNUAP apoya la realización de actividades
de investigación de los encargados de formular políticas
en torno a diversas cuestiones, como los factores que
provocan la migración, la migración internacional, la
protección de los derechos de los migrantes y la reco-
lección y análisis de datos desglosados por sexo.

VI. Otros órganos
intergubernamentales

Organización Internacional
para las Migraciones

55. Las actividades de la OIM comprendieron la adop-
ción de estrategias de prevención dirigidas a posibles
trabajadoras migratorias y la prestación de asistencia en
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lo tocante a la protección, el regreso y la reintegra-
ción de quienes hubieran padecido vejaciones, así como
actividades de promoción, difusión y fomento de la
capacidad.

56. En el marco del Plan de Ación de la Cumbre de las
Américas, la OIM organizó un seminario internacional
sobre las prácticas recomendadas en relación con los
trabajadores migratorios y sus familias (Santiago de
Chile, 19 y 20 de junio de 2000), en el que se estudiaron
las prácticas más idóneas aplicadas en diversos países
del hemisferio occidental para proteger los derechos de
los trabajadores migratorios y sus familias. En el marco
de algunos procesos regionales de migración, así como
de diversos acuerdos comerciales del hemisferio occi-
dental, se realizan deliberaciones anuales sobre los pro-
blemas relacionados con la migración. Entre ellos figura
la Conferencia Regional sobre Migración (conocida co-
mo “Proceso de Puebla”, por la ciudad de México en que
se celebró la primera reunión).

VII. Conclusión

57. La violencia contra las trabajadoras migratorias
sigue siendo un motivo de preocupación para algunos
Estados Miembros, entidades de las Naciones Unidas y
la Organización Internacional para las Migraciones,
como se señaló en informes anteriores sobre esta cues-
tión presentados a la Asamblea General y a otros foros
intergubernamentales. No obstante, sigue siendo difícil
obtener datos sobre el número de trabajadoras migrato-
rias y no se dispone de información precisa respecto de
la magnitud de los abusos y la discriminación que pa-
decen esas mujeres.

58. Entre las medidas adoptadas para resolver el pro-
blema de la violencia contra las trabajadoras migrato-
rias figuran actividades de educación y la adopción de
enfoques dirigidos a las posibles trabajadoras migrato-
rias en sus países de origen, incluso mediante la utili-
zación de modernas tecnologías de comunicaciones e
información. Se han supervisado y reglamentado las
prácticas de los organismos de contratación y algunos
países han tratado también de identificar a los posibles
empleadores de los países de acogida que pudieran ha-
ber tenido una conducta abusiva y discriminatoria en el
pasado. En algunos países también se han realizado
seminarios de capacitación y concienciación del perso-
nal policial y de inmigración y de otros agentes que
tienen contactos con los migrantes o las víctimas de la
violencia. Esas actividades también han estado dirigi-

das al personal consular. En algunos consulados de paí-
ses de destino se han instituido sistemas de apoyo para
los migrantes, incluidas las mujeres migrantes que hu-
bieran padecido a causa de la violencia. No obstante, se
dispone de exigua información respecto de esas medi-
das y, en particular, sobre sus efectos.

59. Es preciso contar con información completa sobre
los acuerdos bilaterales celebrados entre los países de
origen y de destino de las trabajadoras migratorias y
sobre las repercusiones de esos acuerdos para la situa-
ción de esas mujeres. También se necesita información
sobre la legislación laboral y de inmigración y sobre los
efectos de esas disposiciones, en particular respecto del
pleno disfrute de los derechos humanos por parte de las
trabajadoras migratorias. Cabe señalar, por ejemplo,
que las medidas destinadas a proteger a las mujeres que
podrían migrar para trabajar y se encuentren en una di-
fícil situación laboral que limite sus posibilidades de
acceder a la protección legal, tal vez no sólo constitu-
yan una discriminación respecto de su libertad de mo-
vimiento, sino que también contribuyan a aumentar su
vulnerabilidad ante los traficantes de personas. En ese
contexto, es importante estudiar la vinculación entre
inmigración y trata de personas y la manera en que la
legislación pueda coadyuvar a resolver esta situación.
La Relatora Especial sobre los derechos humanos de los
migrantes debiera seguir prestando especial atención a
la situación de las trabajadoras migrantes y el Relator
Especial sobre los derechos de los no ciudadanos debie-
ra velar por que en su labor se contemplen concreta-
mente los derechos de las trabajadoras migratorias.

Notas

1 A/54/342.
2 Véanse también resolución 55/88, relativa a la

Convención Internacional sobre la protección de los
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus
familiares; y la resolución 55/92 relativa a la protección
de los migrantes.

3 Comisión de Derechos Humanos: resolución 2000/54
relativa a la violencia contra las trabajadoras
migratorias; resolución 2001/52, relativa a los derechos
humanos de los migrantes; resolución 2001/53, relativa a
la Convención Internacional sobre la protección de los
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus
familiares; resolución 2001/56 relativa a la protección de
los migrantes y de sus familias.

4 Resolución 1999/44.
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Especial (E/CN.4/Sub.2/2001/20 y Add.1), en que se
examinan los derechos de los no ciudadanos, incluidos
los trabajadores migratorios, de conformidad con la
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas
las Formas de Discriminación Racial y con arreglo a las
normas internacionales, fue presentado en el 53° período
de sesiones, celebrado en 2001. La Subcomisión decidió
pedir al Secretario General que transmitiera un
cuestionario del Relator Especial a los Gobiernos, las
organizaciones intergubernamentales, los órganos
creados en virtud de tratados sobre derechos humanos y
las organizaciones no gubernamentales en el que se
solicitara información que pudiera servir para su
próximo informe.

6 Human Rights Watch, “Hidden in the Home: Abuse of
Domestic Workers with Special Visas in the United
States”. (Nueva York, 2001). No. G 1302.

7 E/CN.4/2000/68.
8 Véanse las resoluciones de la Asamblea General 55/25
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23 Véase E/CN.4/Sub.2/2000/23.
24 Informe del Comité de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales. Vigésimo segundo período de sesiones,
Documentos Oficiales, 2001, Consejo Económico y
Social, Suplemento No. 2 (E/2001/22), párr. 109.

25 Informe del Comité para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer, vigésimo primer
período de sesiones, Documentos Oficiales de la
Asamblea General, quincuagésimo cuarto período de

sesiones, Suplemento No. 38 (A/54/38/Rev.1), parte II,
párrs. 274 y 275.

26 Ibíd., vigésimo segundo período de sesiones,
Documentos Oficiales de la Asamblea General,
quincuagésimo quinto período de sesiones, Suplemento
No. 38 (A/55/38), parte I, párrs. 317 y 318.

27 Ibíd., vigésimo tercer período de sesiones, Documentos
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Humanos en 2000.


